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Cuellos de botella de la
descentralización en el

Ecuador1

Lautaro Ojeda Segovia

Es un hecho incontrovertible que la mayoría de los Es­
tados latinoamericanos se han vuelto ineficientes, pesados y
cada vez menos capaces de satisfacer las demandas y presio­
nes de distintos sectores sociales. Los canales tradicionales
de representación política se han vuelto cada vez más estre­
chos e insatisfactorios. El c1ientelismo y la corrupción se con­
virtieron en rasgos característicos de la acción estatal. en el
marco de una estructura centralista que restó posibilidades a
las regiones y las localidades y profundizó los desequilibrios te­
rritoriales (Fabio Velásquez, 1996:36).

La crisis económica de los ochenta, además de incidir
en la crisis fiscal, contribuyó en la inestabilidad política, en la
fragilidad institucional. en el sistema de partidos políticos, en
el deterioro del Congreso y del Poder Judicial, en el debilita­
miento y fragmentación de las organizaciones sociales.

El deterioro del aparato público se ha manifestado prin­
cipalmente en la incapacidad para abordar las intensas tareas
redistributivas que le son propias y en particular en la deficien­
cia en la prestación de servicios públicos, tales como la educa­
ción, la salud, la atención y protección de los grupos vulnera­
bles.

1 Una versión similar a ésta, aparecerá publicada próximamente por Abya Yala (1998)
como parte de un capitulo del libro "Encrucijadas y perspectivas de la Descentralización
en el Ecuador"
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La debilidad e incapacidad ha ido generando una sen­
sación de abandono, de pérdida de confianza en el sistema po­
lítico, de pérdida de los valores democráticos: todo esto pro­
fundiza la desconfianza de los ciudadanos hacia el Gobierno cen­
tral y en menor medida en los gobiernos locales.

Frente a este panorama reaparece la descentralización
como una de las reformas fundamentales del Estado como un
instrumento idóneo para recoger esas demandas e impulsar
métodos y acciones en consonancia con tales requerimientos;
y a los gobiernos locales como una de las alternativas de rede­
mocratización de la sociedad y de mejoramiento de las condi­
ciones de vida de la población especialmente la de menores re­
cursos.

Los defensores de la descentralización plantean que el
proceso de descentralización permitiría reorganizar y redistri­
buir el poder político e institucional, en miras a lograr que las
instituciones se aproximen a los ciudadanos, que cree las ba­
ses para que se ejerza una mayor fiscalización y control hacia
los representantes y permita una apertura hacia la participa­
ción.

Frente a quienes ven a la descentralización como vehí­
culo para debilitar o desintegrar al Estado nacional es necesa­
rio ratificar que dicho proceso busca precisamente lo contra­
rio, esto es, su fortalecimiento, redistribuir el poder entre el Es­
tado y la sociedad civil, abrir una oportunidad para una amplia
participación de la sociedad civil en el control y fiscalización de
la gestión pública.

Cuellos de botella de la
descentralización

Con el propósito de contribuir a la mejor toma de deci­
siones que las autoridades locales y la ciudadanía deben adop­
tar en relación con la inversión de los nuevos recursos y con
la asunción de las nuevas responsabilidades y funciones que
los gobiernos locales deberán asumir en el futuro inmediato y
mediato, se presenta a continuación un conjunto de obstácu­
los o problemas extraídos de las experiencias de países de la
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Región. así como de incipiente práctica descentralizadora de­
sarrollada en el país.

1. Reducción de la descentralización de la mayo­
ría de 105 gobiernos locales a la transferencia
de recursos económicos del Gobierno Central.

Las dos consultas que la Asociación de Municipalida­
des del Ecuador realizó en varios consultados sobre el tema de
la descentralizacióne, mostró que la mayoría de las autoridades
conciben la descentralización simplemente como la transferen­
cia de recursos económicos, más no de responsabilidades y
atribuciones, lo que significa que el gobierno central deba man­
tener intactas sus obligaciones de servicio. con menos recur­
sos presupuestarios.

Con el propósito de ilustrar la magnitud, complejidad y
desafíos que contiene la transferencia de recursos económi­
cos a los gobiernos seccionales, tomando en cuenta los cam­
bios que en este ámbito introdujo la Nueva carta Política, ha­
cemos. a continuación una comparación entre lo que hubiese
significado la aplicación de la Constitución Política anterior y la
actual. destacando algunos de los probables problemas que se
podrían presentar en la práctica.

La Constitución Política. reformada en 1996, dispo-nía
en el arto 149 letra e que:

"Para hacer efectiva la autonomía económica. sin perjui­
cio de otros recursos que se asignen a los gobiernos
seccionales autónomos. destínase el quínce por ciento
del Presupuesto del Gobíerno Central en beneficio de
los consejos provinciales y municipios del país; y será
distribuido conforme con la Ley. sobre la base de pIa­
nes de inversión tanto provinciales como municipales".

2 Los resultados de estas consultas fueron entregados a los participantes de la XX
Asamblea de la AME, realizada en la ciudad de Machala en diciembre de 1996 co­
mo un Resumen Ejecutivo "Qué y cómo descentralizar los servicios básicos". fueron
ademés publicados en la Rev. Poder Municipal No.33 enero/junio. Publicación Tri­
mestral de la Asociación de MUnicipalidades Ecuatorianas. "Opiniones sobre la trans­
ferencia de atribuciones y servicios a los Gobiernos Seccionales. Quito, 1997.
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Por su parte la Ley de Distribución del 15% regula la
distribución, manejo, transferencia y control de la asignación
constitucional. Esta Ley, creó el Fondo de Descentralización
conforme al cual se distribuye el 70% del 15% para los muni­
cipios y el 30% para los consejos provinciales. Establece así
mismo las fórmulas de distribución del Fondo para Municipios
y Consejos Provinciales, en el primer caso dispone que el 10%
del Fondo sea distribuido en partes iguales; el 40% en propor­
ción a la población del cantón, en relación con la población to­
tal del país: y. el 50% restante en proporción a la población
con necesidades básicas insatisfechas que residen en el can­
tón, en relación con la población con necesidades básicas in­
satisfechas en todo el país.

Finalmente, la primera disposición transitoria de la Ley
del 15%, introduce el criterio de gradualidad en la transferen­
cia del 15% en el sentido de iniciar la entrega a partir del 1 de
junio de 1997, con el equivalente al 3% del Presupuesto del
Gobierno Central, excepto los ingresos provenientes de cré­
ditos internos y. externos; el 7% desde enero de 1888; el
11 % a partir de enero de 1999; y, el 15% desde enero del
año 2000.

La aplicación de esta Ley significó un aumento significa­
tivo de las asignaciones del Gobierno Central a los gobiernos
seccionales: en efecto en 1997 asignó doscientos ochenta y
seis mil millones de sucres para los municipios y ciento veinti­
cinco mil millones de sucres para los consejos provinciales.

Según Jaime Carrera (1998:232) este aumento signi­
ficó que para 1997 el 77% del conjunto de ingresos de los go­
biernos seccionales se financiaba con transferencias del go­
bierno central, pero a la vez que la presión política que ejercen
los gobiernos seccionales para obtener rentas sea una de las
causas permanentes del déficit fiscal.

Para 1998 el Presupuesto del Gobierno central incluyó
por concepto del 7%. 900 mil millones de sucres: 630 mil mi­
llones para los municipios y 270 mil millones para los conse­
jos provinciales. Además el Gobierno comprometió adicional­
mente para 1998, una partida cercana a los 500 mil millones
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de sucres para que los organismos secciona les renueven su
equipo caminero y emitió un bono por USD25 millones [alrede­
dor de 117.0000 millones de sucres) extra.

Las asignaciones establecidas en la Constitución ante­
rior deberán modificarse con la aplicación de la norma de la
Nueva Carta Política que dispone que las "asignaciones a los
organismos del régimen seccional autónomo no podrán ser in­
feriores al quince por ciento de los ingresos corrientes tota­
les del presupuesto del gobierno central (art. 232, núm.).

Esta disposición cambia la magnitud de los recursos
que de acuerdo con la Constitución anterior [arto 149. letra
c.) y en la Ley de Distribución del 15% que exceptúa del 15%
los ingresos provenientes de créditos internos y externos, ex­
cepción que para el año 1997 significó aproximadamente el
40% del Presupuesto del Gobierno Central. Por otra parte dis­
pone la garrulidad en la entrega de dichos recursos. En cam­
bio. la norma constitucional vigente. señala que la fuente del
15% son los ingresos corrientes totales, que siqnifican alre­
dedor del 75% del presupuesto del gobierno central: pero ade­
más elimina la gradualidad, lo que quiere decir que los organis­
mos seccionales. a partir del próximo año. deberán recibir el
cien por cien del 15%.

Con el propósito de ilustrar este cambio, utilizaremos
el cálculo que la Asociación de Municipalidades del Ecuador ha­
ce en el caso de que se hubiese aplicado la legislación anterior
y la actual. Según la Asociación, los municipios debían recibir
en el año 1999, alrededor de 1.250.000.000.000 sucres.
En cambio, de acuerdo a la nueva Carta Política recibirán apro­
ximadamente 2.250.000.000.000. es decir un billón de su­
cres [1.000.000.000.000 de sucres) más.

No hay que olvidar que a los recursos señalados se de­
ben agregar los que por la Ley del FODESEC y por leyes espe­
ciales reciben los organismos seccionales. Debe así mismo te­
nerse en cuenta las asignaciones extra presupuestariase que
sí bien la Constitución vigente las prohibe (art. 232, inc. 2do.),
Es probable que, a través, de algún subterfugio legal continúen
entregándose.
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Como se puede observar el aumento de transferencias
del gobierno central a los organismos seccionales es muy im­
portante, lo que no quiere decir que sea suficiente para poder
satisfacer las ingentes necesidades, especialmente de los can­
tones más pobres, pero sí, que los gobiernos secciona/es de­
ban enfrentar un desafío importante, esto es. el de invertir los
nuevos recursos en forma planificada, en servicios priorita­
rios, en las nuevas áreas que la Ley de Descentralización les
asigna; todo ello en forma transparente. participativa y efi­
ciente.

Con el propósito de prever lo que podría ocurrir con el
aumento de transferencias de recursos a los gobiernos loca­
les, considero útil observar la experiencia colombiana en razón
de la vecindad y similitud cultural con este país, recogemos al­
gunas de las conclusiones e inquietudes que sobre el tema for­
mulan analistas como Pedro Santana Rodríguez [1996: 14].

"Se sospecha, dice el autor, que las transferencias con
destino a los departamentos y municipios son demasia­

das, lo que ha llevado al debilitamiento del Estado cen­
tral. Quienes sostienen este planteamiento. afirman
que el déficit fiscal del nivel nacional del Estado se ex­
plicaría por el volumen de recursos transferidos a las
entidades territoriales. Se sospecha que los recursos
transferidos han ocasionados dos males que es preci­
so superar: la pereza fiscal, esto es, que los municipios
se apoyan en las transferencias sin realizar esfuerzos
propios que lleven al fortalecimiento de áreas municipa­
les y aún departamentales".
Plantea por otra parte que "el desbordamiento en el

gasto público central no se debe tanto a las transferencias y
al crecimiento de los recursos municipales y departamentales
sino a que el Estado central siga manteniendo la misma o ma­
yor estructura burocrática que no fue eliminada al tiempo que

3 Asignaciones que para el ano 1997, según el Ministerio de Finanzas, ascendieron a
más de 630 mil millones de sucres; y, finalmente el pago de deudas de los munici­
pios por el gobierno central. que para el mismo ano 1997 significó 314 mil millones
de sucres.
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se producían las reformas descentralistas. Un recorte signifi­
cativo en los gastos burocráticos no afectaría la presencia y la
eficacia del Estado central, antes, por el contrario. lo volvería
más ágil y eficiente, si a la par del recorte se profesionaliza aún
más el empleo público nacional. Los gastos del aparato central
del Estado han venido creciendo cuando disminuyen sus recur­
sos".

Los resultados de la evaluación del proceso de descen­
tralización en Colombia permite advertir algunos de los posi­
bles problemas a los que deberá enfrentar el gobierno central
para cumplir con la disposición constitucional y los gobiernos
seccionales para invertir en forma eficiente, equitativa y trans­
parente los nuevos recursos que le serán asignados en los
próximos años.

2. Transferencia de nuevas atribuciones y
responsabilidades de los municipios y
consejos provinciales.

Los arts. 9 y 10 de la Ley de Descentralización se re­
fieren a las transferencias de atribuciones y responsabilidades
del gobierno central a los organismos seccionales. Dispone
que dicha transferencia se concretará a través de convenios
con los municipios que así lo deseen. los que podrán hacerse
cargo de la planificación coordinación y evaluación de progra­
mas de salud. nutrición, seguridad alimentaria; de la construc­
ción y equipamiento de establecimientos educativos, de la pla­
nificación y administración de programas de vivienda; y, por su
parte los consejos provinciales podrían asumir responsabilida­
des tales como la construcción y administración de caminos
vecinales, programas de desarrollo rural integral. canales de
riego. etc.

En mi criterio, la posibilidad de que los gobiernos sec­
cionales asuman las atribuciones y responsabilidades estable­
cidas en la Ley de Descentralización parecen ser remotas o,
en todo caso. poco probable puesto que, en la mayoría de ellos
existe temor, desconocimiento, desconfianza, y por que no de­
cirlo, comodidad. al no querer complicar la administración y la
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gestión municipal. a pesar de los nuevos y significativos recur­
sos que han comenzado a ser transferidos del Gobierno cen­
tral y que irán en aumento como se ha destacado anteriormen­
te.

3. Probable disminución del esfuerzo fiscal
de 105 gobiernos locales.

La mayoría de los procesos de descentralización en
América Latina, muestra que la transferencia de recursos del
gobierno central a los gobiernos subnacionales puede profun­
dizar relaciones "perversas" en el sentido que, mientras mayor
es la transferencia de recursos económicos, mayor es la des­
motivación en la generación y recaudación de recursos loca­
les. Hecho que tiene claras consecuencias en la pérdida de au­
tonomía.

La experiencia de tributación local muestra un reduci­
do esfuerzo, de la mayoría de los organismos seccionales pa­
ra lograr rentas propias, especialmente de los consejos provin­
ciales. Realidad que respalda el fundado temor que las nuevas
asignaciones produzcan un efecto contrario en la recaudación
de tributos locales, esto es su disminución.

La experiencia más cercana de descentralización, la
colombiana entrega algunas lecciones en el campo de la rela­
ción entre aumento de transferencias de recursos y disminu­
ción del esfuerzo fiscal de los gobiernos locales que bien vale
la pena tenerla presente. En efecto, las evaluaciones sobre el
proceso de descentralización realizadas en Colombia. con mo­
tivo de cumplirse 10 años de su ejecución muestran que:

"siempre es más fácil recurrir al gobierno central en
búsqueda de fondos que enfrentar a los votantes loca­
les enfurecidos por el incremento de los impuestos lo­
cales. Que, frente a la transferencia de recursos nue­
vos y significativos, la respuesta es generalmente de
disminución del esfuerzo por recaudar los tributos lo­
cales".
Si tenemos en cuenta esta lección y agregamos a ella

las condiciones de crisis económica e incluso la presencia de
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un acontecimiento tan devastador como el producido por el Fe­
nómeno de El Niño, no es aventurado pensar en el comporta­
miento de las autoridades locales similar al experimentado en
Colombia, esto es, de no realizar mayores esfuerzos por re­
caudar los tributos locales pendientes y peor aún nuevos, sino
al contrario disminuir la recaudación evitándose, en esta for­
ma conflictos políticos y el desgaste que ocasiona el cobro en
la comunidad.

El efecto negativo más importante que se supone pro­
duce las transferencias automáticas es la reducción del es­
fuerzo fiscal de los gobiernos locales. El argumento es muy
sencillo ante la presencia de un flujo continuo de recursos que
llega a los municipios, sin ningún esfuerzo por su parte, el
comportamiento más probable y reaccional es que los gober-­
nantes locales prefieran disminuir la recaudación de sus recur­
sos propios evitándose, en esta forma, los conflictos políticos
y el desgaste ante la comunidad que ocasiona el aumento de
los impuestos locales.

Es además comprensible que el contribuyente no esté
dispuesto a incrementar su tributación cuando su entorno eco­
nómico se encuentra en recesión o cuando no está satisfecho
con los servicios públicos. Las constataciones señaladas han
llevado a formular el supuesto de la relación automática, de
causa a efecto, entre las nuevas y automáticas transferencias
a los gobiernos locales y la reducción de su esfuerzo fiscal.

4. Prioridades de inversión

Al definir las prioridades de inversión local se pueden
identificar tres alternativas: rechazo abierto a la planificación,
lo que podría resumirse en la frase "todo es prioritario"; la se­
gunda, que expresada en términos literarios, se puede resu­
mir en la frase las prioridades surgirán en el camino o "al an­
dar", y una tercera que plantearía que las prioridades se defi­
nen en un proceso de planificación participativa.

En época de crisis y más aun de emergencia económi­
ca y social causada por el Fenómeno de El Niño, las obras de
"reconstrucción" de la infraestructura de apoyo a la producción
y de la infraestructura social, es sin duda una primera prioridad.
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Una segunda, sugiere la misma ley de Distribución del
15% al decir que con "tales recursos deberá priorizarse bási­
camente la terminación de obras inconclusas"

y una tercera, se enmarca en el ámbito de la planifica­
ción participativa y se refiere a la definición de " Inversiones de
áreas duras y áreas blandas" (A. Kaztman y P. Gerstenfeld,
1990) de largo y de corto plazo. Puesto que se trata de un te­
ma relativamente nuevo, pero fundamental para entender la ló­
gica de priorización de las inversiones, me detendré en él.

Hay programas y metas sociales que por su dimensión
y complejidad exigen tiempos largos para su realización y por
lo tanto requieren del apoyo económico y político de varios go­
biernos, tal es el caso, de ámbitos como la educación básica
(acceso efectivo), la salud (modificación de las prácticas sani­
tarias) nutrición y de alimentación.

Existen, por el contrario, programas y proyectos que
son de inmediata ejecución, que no requieren de largos y com­
plejos trámites administrativos para su contratación, es decir
de obras que demandan montos pequeños y tiempos cortos.
que pueden alcanzar el respaldo inmediato de la población y lo­
grar el apoyo de organismos nacionales e internacionales, pe­
ro que ante todo que tienen una clara incidencia política; dicho
en forma enfática, que son de inmediata rentabilidad política.

La práctica política muestra que la visión de largo pla­
zo no forma parte de la cultura política nacional ni local, por lo
que los proyectos y obras que demanden plazos que excedan
a los que le corresponde a la autoridad de turno, no forman
parte de la Agenda Política local de las autoridades, puesto
que normalmente las autoridades buscan la rentabilidad políti­
ca inmediata para el mejoramiento de su imagen. Si a esto se
agrega el inveterado comportamiento político de rechazo de
las obras y acciones de la administración anterior, se explica
porqué los proyectos y obras tienen un carácter inmediatista y
en "áreas blandas".

En base del razonamiento expuesto se puede concluir
que las áreas duras, es decir aquellos programas y proyectos
que demandan tiempos y recursos amplios, tienen poca proba­
bilidad de ser priorizados no así las pequeñas obras que de-
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mandan tiempos cortos para su realización y que puedan ser
inauguradas dentro del período político de las autoridades de
turno y que normalmente benefician directamente a la cliente­
la política local actual o potencial.

5. Restricción o eliminación de los informes
sobre presupuesto del organismo planificador
y del organismo regulador de la contratación
de los organismos seccionales.

El arto 16 de la Ley de Descentralización dispone que:

"En ningún caso el CONADE ni organismo alguno del
mismo emitirá, informe, calificaciones, restricciones o
aprobaciones respecto de los proyectos, planes y de
más actividades de las entidades del régimen seccio­
nal autónomo. Igual prohibición regirá respecto de las
entidades del sector público, así como para las organi­
zaciones empresariales. laborales, sociales, universi­
dades y escuelas politécnicas".

Las críticas formuladas por la mayoría de los gobiernos
seccionales respecto del papel del CONADE en relación con las
tareas relacionadas con los organismos seccionales, especial­
mente la relativa a los presupuestos. llevó, en mi criterio, al ex­
tremo de eliminar su relación con ellos, antes que redefinir
sus atribuciones y responsabilidades. En estas condiciones ca­
be preguntar si ¿la mayoría de los gobiernos seccionales se
hallan preparados o disponen de los recursos técnicos para
elaborar sus planes y proyectos en forma consistente y coor­
dinada con los planes nacionales? Preocupa además los crite­
rios para priorizar los servicios y obras y su articulación con
las inversiones y gastos de los otros organismos del régimen
seccional autónomo y dependiente, así como las condiciones
de elaboración de los proyectos de inversión.

De acuerdo al Reglamento N° 00008 de 30 de octu­
bre de 1997 la SENDA dispuso su autoexclusión en la selec­
ción, valoración y evaluación de los recursos humanos de las
entidades del régimen seccional autónomo. En efecto dicho
Reglamento prescribe que:
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"La Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo
no emitirá resolución, informe o dictamen alguno refe­
rente a selección y evaluación del desempeño, registro
de nombramientos, creación, clasificación, reclasifica­
ción, valoración o revaloración de puestos, gastos de
representación o cualquier otras remuneración de los
funcionarios, empleados o trabajadores de los Gobier­
nos Seccionales Autónomos, a partir de la vigencia del
presente Acuerdo" (art. 1).

En forma similar a las críticas que los gobiernos sec­
cionales expresaron del CONADE, lo hicieron de la SENDA a la
que la calificaban de intervencionista, burocrática y autoritaria.
Probablemente estas acusaciones junto con la disposición re­
lativa a la prohibición de no intervención de cualquier entidad
pública en sus asuntos, explican este Acuerdo.

En el mes de septiembre, el Gobierno del Presidente
Mahuad suprimió esta dependencia estatal, por lo que habrá
que esperar la decisión del Gobierno respecto del organismo
que tendrá a cargo las atribuciones que la SENDA tenía res­
pecto de los organismos seccionales.

En relación con la planificación nacional. la nueva Car­
ta Política introdujo algunos cambios respecto al papel de la
planificación que en cierta forma la reivindica, no sólo respec­
to de la planificación central sino de la planificación descentra­
lizada, al disponer por ejemplo, la creación del Sistema Nacio­
nal de Planificación y la participación en la planificación nacio­
nal de los gobiernos seccionales autónomos y de las organiza­
ciones sociales que determine la ley (art. 255). Pero además
al disponer la incorporación de sistemas descentralizados en
los sectores sociales como salud (art. 45), niñez y adolescen­
cia (art. 52); educación (art. 68); y, seguridad social (art. 58,
inc. 2do).

6. Cambios en la división político territorial:
incorporación de circunscripciones
territoriales y regímenes especiales

La nueva Constitución altera la división político adminis­
trativa del Ecuador, al incorporar en esa división otro nivel. el
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de las circunscripciones territoriales indígenas y afroecuatoria­
nas (art. 224).

El movimiento indígena desde inicios de esta década ha
venido planteando el reconocimiento constitucional de la pluri­
nacionalidad. fue parcialmente logrado en la Constitución refor­
mada en 1996 que introdulo en su primer artículo cambios en
esa dirección, al incorporar dentro de las características que
definen al Estado ecuatoriano el que éste es pluricultural y mul­
tiétnico

Otro logro, en ese sentido es la ratificación del Congre­
so Nacional del Convenio 169. Este instrumento fue fundamen­
tal para la negociación de un conjunto de derechos que fueron
reconocidos por la Asamblea Nacional (Cap. 5. De los dere­
chos colectivos. De los pueblos indígenas y negros o afroecua­
torianos, arts. 83-85). Con relación al reconocimiento de las
circunscripciones territoriales indígenas y afroecuatorianas, se
pueden destacar los siguientes derechos (art.84):

• Conservar la propiedad de las tierras comunitarias
que serán inalienables. imprescriptibles, inembar­
gables e indivisibles salvo el derecho del Estado de
declaratoria de utilidad pública.

• Mantener la posesión ancestral de las tierras co­
munitarias y a obtener su adjudicación gratuita,
conforme a la ley.

• Participar en el uso, usufructo. administración y
conservación de los recursos naturales renova­
bles que se hallen en sus tierras.

• Ser consultados sobre planes y programas referi­
dos a prospección y explotación de recursos no re­
novables que se hallen en sus tierras y puedan
afectarlos ambiental o culturalmente, participar
en los beneficios que esos proyectos reporten, en
cuanto sea posible y recibir indemnizaciones por
los perjuicios socio-ambientales que les causen.

• A no ser desplazados, como pueblos, de sus tie­
rras.

Es, entonces. en esta marco normativo que la Asam­
blea incorpora dentro de la división político territorial, a las cir-
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cunscripciones territoriales indígenas y afroecuatorianas. En
concordancia con esta norma la ley que la regule deberá tener
en cuenta no sólo los derechos señalados sino las implicacio­
nes que pueda tener tales circunscripciones en la distribución
de recursos, en la planificación. en definitiva en la descentrali­
zación.

La Nueva Carta Política dispone además que "podrán
establecerse regímenes especiales de administración territo­
rial por consideraciones demográficas y ambientales... ". [arto
238]. Es así mismo importante pensar en las implicaciones
que esta disposición podría tener en el ámbito administrativo,
político. de distribución de recursos, etc.

7. Participación ciudadana

Cuando se analizan casos empíricos relativos a la par­
ticipación ciudadana en los procesos de descentralización pue­
de concluirse fácilmente que existe poco interés en la partici­
pación. Las causas y motivos son múltiples pues tienen que ver
con la cultura política autoritaria. el clientelismo. la débil tradi­
ción participativa, la carencia de mecanismos e instituciones
que faciliten la participación.

Esta, es probablemente la razón, del fracaso de la par­
ticipación cuando en un país lo que se producen son procesos
desconcentradores y no descentralizadores. En esas condicio­
nes incentivar un proceso de participación implica solamente
estimular modalidades de consulta pero no de concertación
que sería el auténtico ejercicio del poder.

La participación ciudadana en el manejo de los asuntos
públicos, constituye hoy en día una variable central de preocu­
pación a los efectos de lograr una mayor democratización y
con ello. la eficacia necesaria en los servicios que generen los
beneficios a la población

Puesto que el término participación es utilizado con di­
versos significados. es conveniente esforzarse por precisar el
contenido y alcance que se utilizará en adelante.

El diccionario de la Real Academia Española define par­
ticipar como "tener uno parte de alguna cosa o tocarle algo de
ella.

84 • participación. descentralización y gestión municipal·



El uso corriente del término amplía este concepto, al
señalar que participación implica "ser" parte de algo, lo que le
da al acto de participar una intencionalidad expresada en la vo­
luntad de las personas de una comunidad que poseen un pro­
yecto y que al proponerse un destino determinado, promueven
y realizan una tarea aceptada colectivamente.

La participación posee una característica especial que
al realizarse en una persona, o sea, al darse ella misma "en"
la participación. también se involucra con otros en un proyec­
to común.

En el ámbito social Jorge Maldonado precisa aún más
este término:

"Hay un elemento que es definitivamente lo que deter­
mina si hay o no participación y si se trata del involu­
cramiento en las decisiones de un proyecto. Es decir.
si un individuo está o se siente parte de un proyecto,
pero no tiene injerencia en las decisiones que determi­
nan el rumbo de ese proyecto, entonces estará partici­
pando en alguna medida. pero la plenitud de la partici­
pación se da cuando hay decisión. cuando su opinión es
parte de las opciones globales del proyecto y entonces
podemos decir que esa persona está participando real­
mente" [Jorge Maldonado. 1996:123].

En términos todavía más concretos. podríamos decir
que participar implica la posibilidad de los sujetos sociales de
tomar parte en la preparación de decisiones. en otras pala­
bras contiene la posibilidad y capacidad de intervenir en forma
directa en todo el proceso de decisión y en la ejecución de los
asuntos que se relacionan con sus intereses.

En la perspectiva señalada se puede afirmar que la par­
ticipación que no incide en las decisiones puede reducirse a
una función pre política en la que los sujetos sociales se con­
viertan en instrumentos de legitimación de las decisiones to­
madas por aquellos que tienen el poder de hacerlo.

Si se analiza el papel que la participación ciudadana de­
sempeña en el proceso de descentralización. podríamos decir
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que si ésta no se halla vinculada con el proceso de identifica­
ción y selección de prioridades, con la vigilancia o fiscalización
de las decisiones, no debería denominarse tal, sino simulacro
de participación. puesto que, como sea precisado anterior­
mente, el fin de la participación es otorgar al participante un
papel efectivo en el proceso que culmina en la toma de deci­
siones.

En la dirección anotada es fundamental destacar, por
ejemplo, el papel que pueden jugar los comités de vigilancia -o
como quiera lIamárselo- en el control, seguimiento y evaluación
de los compromisos. ofertas y acuerdos logrados con las au­
toridades locales con una organización o una comunidad.

Para el caso ecuatoriano, Fernando Carrión opina que
la participación ciudadana no es muy bien vista por las autori­
dades municipales, así como en el fortalecimiento de la demo­
cracia local; en este sentido afirma:

"En general las autoridades municipales no demandan
más competencias, pero tampoco quieren saber nada
del fortalecimiento de la democracia local. La partici­
pación popular y el mejoramiento de la representación
social no les interesa en absoluto, porque significa
romper las bases sociales sobre las cuales descansa
su poder. La participación popular es aceptada sobre
la base de su no institucionalización y, además bajo un
esquema de cooptación que garantice y reproduzca su
clientela" [F.Carrión, 1998:24)

En suma, la participación ciudadana parece ser uno de
los problemas más controversiales y complejos que los gobier­
nos locales deben enfrentar.

8, Revocatoria del mandato

En la Consulta Popular realizada el 25 de mayo de
1997 el pueblo ecuatoriano reivindicó su derecho a revocar el
mandato político que otorga a quienes elige en comicios. En
cumplimiento de la voluntad popular dicha revocatoria fue in­
corporada en las reformas constitucionales de la anterior
Constitución en el arto 51.
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La constitución vigente dedica una sección con cinco
artículos [109 a 113) en los que establece las causales: co­
rrupción e incumplimiento injustificado del Plan de Trabajo y los
procedimientos fundamentales para el ejercicio de la revocato­
ria del mandato.

Al parecer, la introducción -poco ortodoxa- de procedi­
mientos en la Constitución para la ejecución de este derecho,
probablemente se debe a los excesos y maniobras políticas
ocurridas en países en los que existe este derecho como Co­
lombia y Bolivia.

Es importante destacar que si bien las leyes de Régi­
men Municipal y Provincial establecen un conjunto de causales
para la declaratoria de destitución o vacancia del cargo de al­
caide y de prefecto [arto 47 de la Ley de Régimen Municipal)
ésta atribución podía ser ejercida solamente por los conceja­
les o consejeros, según el caso, lo que en la práctica llevó a
que las destituciones sean excepcionales puesto que buena
parte de ellas se hallan estrechamente ligadas a la hegemonía
política de los partidos mayoritarios o a caciques locales.

Otra de las posibles razones de la aplicación excepcio­
nal de las disposiciones sobre la declaratoria de vacancia o de
destitución, es la existencia de una cultura de confabulación
política o de colusión entre los que deberían ser destituidos y
los que deberían tomar esa decisión.

La ciudadanía de acuerdo a la constitución anterior no
tenía ninguna atribución de plantear y peor aún resolver la des­
titución. Esta limitación es eliminada por la nueva Constitución
al reconocer el derecho de los ciudadanos a resolver la revo­
catoria a través de un acto electoral, cuyos resultados tienen
carácter obligatorio.

9. El voto programático

Probablemente, uno de los mecanismos de participa­
ción ciudadana más importantes que consagra la Constitución es
la condición que se exige al candidato a alcalde, prefecto o di­
putado de presentar su plan de trabajo como un requisito pa­
ra inscribir su candidatura.
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Textualmente el arto 109 dispone: Los ciudadanos ten­
drán derecho a resolver la revocatoria del mandato otorgado
a los alcaldes, prefectos y diputados de su elección. por actos
de corrupción o incumplimiento injustificado de su plan de tra­
bajo. Cada uno de los candidatos a alcalde. prefecto o diputa­
do. al inscribir su candidatura presentará su plan de trabajo
ante el correspondiente tribunal electoral".

Con esta disposición el legislador aspira a que el candi­
dato además de someter los lineamientos básicos de su pro­
grama de gobierno o de gestión a la opinión pública. deba
orientar su acción al cumplimiento de dicho programa. a ha­
cer realidad. en términos de programas y proyectos lo que fue
su compromiso frente al electorado.

La práctica política referente a la relación entre pro­
puestas de campaña y cumplimiento de las mismas. muestra
su reiterado incumplimiento, pero a la vez, la imposibilidad de
que el electorado pueda no pedirle cuentas y peor aún retirar­
le su confianza e incluso revocar su mandato.

En efecto. inútil hubiese sido si el legislador exija la ins­
cripción del plan de trabajo, sino le acompañaría a su incum­
plimiento una sanción.

Con esta disposición el elector dispondría de mejores
alternativas programáticas, probablemente más objetivas y via­
bles. para su opción electoral, pero además podría dejar de la­
do aquel inveterado comportamiento que se expresaba en un
verdadero "acto de fe" en las virtudes personales del candida­
to a quien le entregaba un verdadero "cheque en blanco"; di­
cha confianza generalmente ha sido defraudada. minando de
esta forma al sistema democrático y contribuyendo a la des­
confianza y pérdida de legitimidad del mecanismo electoral.

Este mecanismo de control democrático, serviría, según
el colombiano Alejo Vargas [1994:44) a los electores para:

1. Escoger no simplemente al candidato más simpáti­
co y con mejores slogans de campaña, sino a aquel
que presente mejores alternativas de solución a los
problemas de sus regiones o localidades;

2. Establecer una relación de co-responsabilidad entre
mandante y mandatario;
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3. Realizar un control social sobre la gestión de su go­
bernante regional o local;

4. Establece límites a la acción política y administrati­
va del mandatario;

5. Iniciar acciones de revocatoria de mandato, con
sustento real más allá de las tentaciones por liqui­
dar pleitos pueblerinos. a aquellos alcaldes -o pre­
fectos- que en su gestión administrativa no estén
cumpliendo con lo que se comprometieron en el
momento de la elección".

Además de lo señalado, el voto programático serviría
como un mecanismo que force al establecimiento de priorida­
des de acción para la futura acción de los elegidos, aún antes
de ser electos. lo cual contribuiría a eliminar la frecuente im­
provisación de los candidatos en la presentación de sus plata­
formas políticas y a establecer las líneas prioritarias del plan
de trabajo provincial, o municipal a la que el candidato se obli­
gue y en gran medida. a materializar su plan en los presupues­
tos respectivos [A. Vargas, idem:44).

Evidentemente, el voto programático no puede ser vis­
to como la panacea que solucione todos los males políticos
puesto que el cumplimiento del Plan de Trabajo depende no só­
lo de la voluntad del ejecutivo, sino de un conjunto de factores
externos e internos que se relacionan con un conjunto de va­
riables macroeconómicas así como de colaboración o de re­
chazo e incluso de boicot del cuerpo edilicio o de funcionarios
a la gestión municipal o provincial, factores que podrían volver
inviable la propuesta de trabajo. Dicha situación establece una
responsabilidad limitada a tales condicionamientos. a la vez
qué podría ser una excusa (real o supuesta) para justificar
eventuales incumplimientos de los programas de gobierno.

10. El municipio como "Gobierno local"

En el lenguaje modernizador, se ha vuelto común susti­
tuir el término municipio por el de gobierno local. El conteni­
do y alcance de estos dos términos. al parecer. no acaban de
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ser precisados o en todo caso sus sentidos son múltiples. En
estas condiciones, si se pretende redefinir al municipio como
un gobierno local. es necesario, precisar los componentes bá­
sicos que deberá comprender este nuevo concepto.

En primer lugar, conviene aclarar que el gobierno local
se realiza a través de múltiples instituciones de distinto origen.
por ello no se puede reducir el municipio al poder local, pues­
to que hay varios poderes locales. por cierto que normalmen­
te el municipio juega el papel protagónico (F.Carrión: 1997: 166
a 169].

Dentro del concepto de gobierno local, es fundamental
incorporar los aspectos económico-productivo. especialmente
lo relativo al fomento y a la promoción de actividades producti­
vas, el aprovechamiento de los recursos naturales renovables
y no renovables, particularmente en momentos en los que la
depredación e incluso exterminio de tales recursos constituye
una de las principales amenazas para el futuro inmediato y me­
diato de la población ecuatoriana, políticas y servicios sociales
locales: ordenamiento territorial: el medio ambiente. la parti­
cipación ciudadana y la información para la modernización y
descentralización.

La realidad municipal muestra que las responsabilida­
des mencionadas no son parte del funcionamiento actual mu­
nicipal. por que su inclusión deberá ser gradual y adaptada a
las condiciones específicas de la localidad que decida empren­
der estas nuevas funciones.

La capacidad de gestión según la CLAD4 implica. entre
otros factores, la existencia de unidades que asuman los ser­
vicios de los que se va ha hacer cargo el gobierno local, recur­
sos humanos calificados. manejo de tecnología gerencial, ca­
pacidad para desarrollar proyectos. presencia de una estruc­
tura organizacional sólida. Estas instancias pueden ser direc­
ciones, gerencias, departamentos o simplemente programas
que definan la presencia institucional.

4 CLAO, Municipalización de los Servicios Sociales en América latina, Caracas, 1996.
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11. Formación para la modernización y
descentralización de 105 gobiernos locales.

Es un hecho incontrovertible que, en el orden nacional.
no existen políticas sistemáticas que contribuyan a la forma­
ción de recursos humanos para los gobiernos seccionales.

No existen, tampoco programas de formación de re­

cursos humanos que elaborados concertadamente con los
protagonistas de la vida municipal contribuyan a la formación y
desarrollo de funcionarios y trabajadores de los gobiernos lo­
cales con capacidad política y técnica para orientar de mejor
manera la elaboración y ejecución de los programas y planes
de desarrollo local.

Hay que reconocer que la Asociación de Municipalidades
Ecuatorianas, el Banco del Estado, el Instituto de Capacitación
Municipal del Distrito Metropolitano de Quito, ICAM, entre
otros organismos, han desarrollado serios y sostenidos pro­
gramas de capacitación de recursos humanos municipales e
incluso en algún caso en el ámbito de la formación profesional
(postgrados), pero ninguno de ellos forma parte de un progra­
ma nacional de formación y capacitación de recursos humanos
dirigido a los gobiernos locales.

En tales condiciones es fundamental emprender pro­
gramas que vayan más allá del adiestramiento en aspectos
puntuales y sectoriales de la administración y gestión munici­
pal. La complejidad, magnitud e importancia de la problemáti­
ca local, provincial y regional exige que se desarrollen cursos
de postgrado en los que se reflexione, en forma global yespe­

cífica acerca de los problemas, soluciones y lecciones que en
el ámbito de la descentralización arrojan experiencias latinoa­
mericanas y ecuatorianas. Además es imprescindible fomen­
tar el debate teórico y operativo respecto de los contenidos, al­
cances y posibilidades de la modernización y descentralización.
Estos temas no han sido objeto de mayor preocupación acadé­
mica y peor aún política en el país.
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12. Capacidad de los gobiernos seccionales para
asumir nuevas responsabilidades y recursos

Hay quienes establecen una dicotomía entre la adminis­
tración pública y la privada, la primera destinada a satisfacer
las necesidades de bienes y servicios de los clientes, mientras
que la segunda buscaría asegurar las necesidades de los ciu­
dadanos.

Esta diferencia, plantea Alvaro Sáenz [1994: 18) exige
analizar el significado de los términos "cliente" y "mercado". El
debate actual entre lo privado y lo público exige profundizar y
precisar la diferencia entre estos conceptos. En el presente
caso me limitaré al tema de la capacidad de administración.

Si, por capacidad entendemos la aptitud, suficiencia o
disposición para comprender, para administrar proyectos y ac­
ciones en bien de la comunidad, podrían decir que los munici­
pios deberán preparar o disponer, al menos de dos condicio­
nes básicas: recursos humanos calificados en tal forma que
desarrollen programas de formación y capacitación de funcio­
narios municipales que enfaticen en habilidades y destrezas pa­
ra mejorar la capacidad de elaboración y desarrollo de proyec­
tos de inversión, pero también para el manejo de los servicios:
y. de una estructura institucional técnico-administrativa ade­
cuada para atender a las demandas actuales y nuevas respon­
sabilidades que deberán asumir los organismos seccionales en
el futuro inmediato y mediato.

Con el propósito de mostrar uno de los aspectos que
demanda el desafío de la modernización y de asunción de nue­
vas responsabilidades y recursos económicos por parte de los
gobiernos seccionales, en términos eficientes. ágiles y trans­
parente. Veamos lo que esto implica en el ámbito de la tecno­
logía de la información.

Sin duda, el pionero en la utilización de tecnologías de
la información es el Municipio de Quito. Desde la década de los
80 comenzó a utilizar sistemas informáticas para catastros,
contabilidad, control de bienes muebles, así como para el con­
trol del personal.

En la actual década se han incorporado a la tecnología
computarizada algunos municipios como los de Quero, Pasta­
za, Cuenca, Ambato, Guayaquil, Santo Domingo de los Colorados.
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Aunque los municipios están asumiendo la tecnología,
destaca el periódico especializado en tecnologías de informa­
ción COMPUTERWORLD [1998: 12 y 13), existen graves difi­
cultades, especialmente en los cabildos pequeños por escasez
de recursos. desconocimiento del uso de los paquetes infor­
máticos de hardware y software y del manejo de computadoras.

Hay que destacar que existe en la mayoría de los mu­
nicipios, la conciencia de la importancia de incorporar tecnolo­
gía de información en la gestión municipal. lo que les permiti­
rá modernizar y mejorar la recaudación de los tributos. optimi­
zar la gestión financiera y administrativa en general.

Los costos de informatización de los municipios, depen­
diendo de su magnitud y complejidad son altos pero ya sea con
recursos propios o con el apoyo, asistencia técnica de organis­
mos internacionales como la Agencia Interamericana de Desa­
rrollo [AID), la Sociedad Alemana de Cooperación Técnica
[GTZ), del BID [proyecto [Mosta) y de organismos nacionales
como el BEDE, la AME, están logrando incorporar sistemas
modernos de información.

Conclusión

No quisiera concluir este análisis sin antes señalar que
el hecho de haberme centrado en 12 "cuellos de botella" de la
descentralización y en la complejidad que ellos encierran, no
tiene sino una clara intensión que se sintetiza en contribuir a
la puesta en práctica del proceso de descentralización, a to­
das luces necesario y urgente, pero que además de tener de­
trás de sí un conjunto de legítimas reinvindicaciones y deman­
das, no dispone todavía de los correspondientes estudios, pro­
puestas y programas de ejecución, así como de las condicio­
nes técnicas y administrativas favorables para su ejecución in­
mediata y eficiente. Todo esto no significa que sea imprescin­
dible que, en forma previa, el cumplimiento de las condiciones
necesarias para iniciar su ejecución.

Espero que las propuestas y proyectos necesarios pa­
ra la iniciación del proceso sean diseñados con la participación
de los beneficiarios ya sea en forma previa o simultánea a la
ejecución del proceso de descentralización.
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Es, en el marco de estas intensiones que adquiere sen­
tido este esfuerzo por identificar los problemas actuales y pro­
bables a los que debe enfrentar el proceso de descentraliza­
ción en el país. Probablemente, el reto más profundo consista
en que dicho proceso sea asumido en forma consciente. res­
ponsable. solidaria y democrática por sus actores protagónicos.
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